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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica


            San José, 22 de setiembre de 2015

            N° DJ-AJ-1257-2015

Señor

Gustavo Barquero Morales, Prosecretario General

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

Estimado señor: 

Por oficio n.° 6842-15 de la Secretaría General de la Corte, con fecha 2 de julio de 2015, se puso en conocimiento de la Licda. Karol Monge Molina, Sub Directora Jurídica a.i., el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión n.° 56-15 celebrada el 16 de junio del año en curso (artículo CII). En la referida sesión se acordó: “Solicitar criterio a la Dirección Jurídica respecto a lo gestionado por el licenciado Elías Baltodano Gómez, Juez del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.” 
Al respecto se deben hacer las siguientes consideraciones: 
I- Gestión de la parte 

[…] solicito respetuosamente al Consejo Superior del Poder Judicial:

1) Se revoque el oficio 1888-UCS-AS-2015, del 02 de junio de 2015 emitido por el Departamento de Gestión Humana, ordenando a dicha dependencia proceder a realizar el estudio de fondo de la gestión de Reconocimiento de Tiempo Servido realizada por el suscrito. 

2) De considerar el honorable Consejo que por estar por medio una decisión adoptada por Corte Plena, si es del caso se eleven los autos en consulta a tal Órgano Colegiado.[…]
II- Antecedentes administrativos :

La Corte Plena en sesión Nº 26-10 del 20 de septiembre, artículo XIII  acuerda: 
"Acoger la propuesta del Magistrado Aguirre, por ende interpretar el referido artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el sentido de que sólo se podrá reconocer para efectos jubilatorios el tiempo servido en el Estado (ente mayor), entendiendo como parte del Poder Ejecutivo, al Poder Legislativo y al Poder Judicial; así como a los órganos constitucionales tales como el Tribunal Supremo de Elecciones, la Defensoría de los Habitantes 　y la Contraloría General de la República; quedando 　excluidas las dependencias o instituciones públicas de carácter no estatal. Así votaron los Magistrados Rivas, Escoto, Aguirre, Villanueva, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Chinchilla y el Suplente Estrada Navas.

Los Magistrados Mora, Solís, Armijo, Jinesta, Castillo y los Suplentes Meza Lazarus y Hernández Gutiérrez emitieron su voto conforme a la propuesta planteada por los Magistrados Jinesta y Castillo, en el sentido de reconocer el tiempo servido en la forma indicada y, además, el prestado para la administración descentralizada corporativa (municipalidades), los colegios profesionales, la descentralizada corporativa industrial y comercial y en las otras entidades a las que la ley les da el carácter de no estatales; siempre que las relaciones de empleo sean de naturaleza pública."  (Lo destacado no pertenece al original).
 La Corte Plena en sesión Nº 13-14 del 31 de marzo de 2014, artículo XVI.  
[…] Por mayoría de catorce votos, se acordó: Aprobar el "Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en El Estado y sus Instituciones para Efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial", excluyendo el reconocimiento de tiempo servido en las corporaciones municipales, conforme a los argumentos expuestos por el Magistrado Aguirre. […] (Lo subrayado y en negrita no es del original)
Antecedentes de la Gestión:
· Mediante constancia emitida el 10 de marzo de 2015, se indica que el gestionante laboró para la Municipalidad de Pococí desde 15 de diciembre de 1996 al 31 de julio de 2008 y del 22 al 31 de diciembre de 2008.

Antecedentes Administrativos:
· Corte Plena, por voto de mayoría y mediante sesión 13-14 del 31 de marzo de 2014, artículo XVI aprobó el “Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial” en el cual se excluye a las municipalidades  para ser reconocidas para efectos tanto de anualidades como de jubilación en el Poder Judicial. 

· Así mismo, el citado reglamento en su artículo 20 establece la fecha de rige de esa modificación:

Artículo 20.—Vigencia. Este reglamento rige a partir de su publicación en el Boletín Judicial y se aplicará a todas aquellas solicitudes presentadas a partir de esa fecha”.
· En ese sentido, se tiene que la respectiva modificación al reglamento, aprobada por Corte Plena, fue publicada mediante boletín judicial No. 79 el día 25 de abril del 2014.
III- Normativa Aplicable al Caso en Estudio:
Los artículos 11 y 129 constitucional disponen que:
Artículo 11.-: “Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes...”.
Artículo 129.- Las leyes son obligatorias y surten efectos desde el día que ellas designen; a falta de este requisito, diez días después de su publicación en el Diario Oficial.

Nadie puede alegar ignorancia de la ley salvo en los casos que la misma autorice.

No tiene eficacia la renuncia de las leyes en general, ni la especial de las de interés público.
Los actos y convenios contra las leyes prohibitivas serán nulos, si las mismas leyes no disponen otra cosa. 
La ley no queda abrogada ni derogada sino por otra posterior; contra su observancia no podrá alegarse desuso, costumbre ni práctica en contrario. (Lo resaltado no es del original)
Asimismo el artículo 2 del Código Municipal, regula:
Artículo 2. — La municipalidad es una persona jurídica estatal, con patrimonio propio y personalidad, y capacidad jurídica plenas para ejecutar todo tipo de actos y contratos necesarios para cumplir sus fines. (Lo subrayado no es del Original)
Por su parte, la Ley General de la Administración Pública, en los artículos 1, 6, 11 y 13, establecen: 
Artículo 1.- La Administración Pública estará constituida por el Estado y los demás entes públicos, cada uno con personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado.

Artículo 6.- 1. La jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico administrativo se sujetará al siguiente orden:
a) La Constitución Política;

b) Los tratados internacionales y las normas de la Comunidad Centroamericana;

c) Las leyes y los demás actos con valor de ley;

d) Los decretos del Poder Ejecutivo que reglamentan las leyes, los de los otros Supremos Poderes en la materia de su competencia;

e) Los demás reglamentos del Poder Ejecutivo, los estatutos y los reglamentos de los entes descentralizados; y

f) Las demás normas subordinadas a los reglamentos, centrales y descentralizadas.

2. Los reglamentos autónomos del Poder Ejecutivo y los de los entes descentralizados están subordinados entre sí dentro de sus respectivos campos de vigencia.

3. En lo no dispuesto expresamente, los reglamentos estarán sujetos a las reglas y principios que regulan los actos administrativos. (Lo subrayado no es del original)
Artículo 7.- 1. Las normas no escritas -como la costumbre, la jurisprudencia y los  principios generales de derecho- servirán para interpretar, integrar y delimitar el campo de aplicación del ordenamiento escrito y tendrán el rango de la norma que interpretan, integran o delimitan.
2. Cuando se trate de suplir la ausencia, y no la insuficiencia, de las disposiciones que regulan una materia, dichas fuentes tendrán rango de ley.
3. Las normas no escritas prevalecerán sobre las escritas de grado inferior.

Artículo 11.- “1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.”
Artículo 13 ídem.- “1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concreto.”
Específicamente de aplicación al caso concreto, se tiene:  

· Artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: “Para el cómputo del tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias e instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años…” (Énfasis agregado)

Seguidamente, el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, establece:

Artículo 6º—Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones para efectos de anualidades y jubilación, se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa o de la persona jubilada judicial. Estos deberán presentar ante el Departamento de Personal la solicitud de reconocimiento de tiempo servido.
En el caso de la persona servidora judicial, podrá presentar su gestión en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido.
En el caso de la persona jubilada, que no haya solicitado el reconocimiento del tiempo servido durante su relación laboral con el Poder Judicial, lo podrá hacer dentro del año posterior a la finalización de su relación de servicio. 
En ambos casos, la vigencia del reconocimiento será a partir de la fecha en que el interesado cumplió con los requisitos establecidos en este reglamento. (Lo subrayado no es del original)
Artículo 10.—Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de anualidades y jubilación. 
El tiempo servido por la persona gestionante en el Estado y sus instituciones se reconoce para efectos de anualidades y jubilación. Para el cómputo del tiempo servido se tomarán en cuenta las siguientes reglas:
1)
El reconocimiento de tiempo servido es procedente aún cuando la prestación del servicio se haya dado de manera discontinua, interina o en propiedad.
2)
Los períodos de permisos sin goce de salario no serán tomados en cuenta para el cálculo.
3)
Se pagarán aumentos anuales a partir del ingreso, cada vez que la persona servidora judicial cumpla 360 días (año salarial) de prestar sus servicios en forma remunerada y cumpla con los requisitos de este Reglamento.
4)
No se reconocerá cuando la prestación del servicio haya sido bajo la modalidad de servicios profesionales, (sistema de honorarios o dietas). Los anuales estarán sujetos al porcentaje de la anualidad y éste no aplicará a los profesionales en Ciencias Médicas, a los que se les aplica lo dispuesto en la Ley N° 6836 y sus reformas. (Lo subrayado no es del original).
V- Criterio Legal:
De todo lo expuesto, queda claro que los criterios institucionales han descartado el reconocimiento de tiempo de servido de personas que han laborado en las municipalidades, bajo el criterio que sólo se reconocerá el tiempo servido para el Estado (ente mayor), posición de la que respetuosamente se discrepa ya que no es posible obviar la aplicación de jerarquía de las fuentes en el Ordenamiento Jurídico Administrativo establecidas en el artículo 6 de la Ley General de Administración Pública. 

En ese sentido, para la aplicación de este caso concreto, se tiene que con rango de Ley (Código Municipal), se define la naturaleza jurídica de las municipalidades como personas jurídicas estatales, regulación que debe integrarse con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que reconoce el tiempo servido “en otras dependencias e instituciones públicas estatales” y el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial que reconoce el tiempo servido en el “Estado y sus instituciones”.


Como se observa, ninguna de estas normas con rango de “Ley”, excluye para el reconocimiento de tiempo servido a las instituciones públicas estatales como las Municipalidades; por el contrario, de la normativa y doctrina citada, se desprende su naturaleza pública.


En esos términos, estima esta Dirección Jurídica que en aplicación de la escala jerárquica de las fuentes administrativas (artículos 6 y 7 de la Ley General de la Administración Pública), deben privar las normas legales que claramente otorgan a las Municipalidades carácter de ente estatal con naturaleza pública, pues de frente a las normas reglamentarias y acuerdos de la Corte Plena sobre el reconocimientos de tiempo servidos, debe aplicarse la fuente de rango superior, es decir, la naturaleza otorgada por las leyes referidas.
Por las anteriores consideraciones,  esta Dirección concluye que la gestión del licenciado Elías Baltodano Gómez, Juez del  Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, para el reconocimiento de tiempo servido en la Municipalidad de Pococí, en el período de tiempo del 15 de diciembre de 1996 al 31 de julio de 2008 y del 22 al 31 de diciembre de 2008, si procede por las razones antes expuestas.
Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.
Elaborado por:

Licda. Laura Bonilla Morales

Área Análisis Jurídico

Atentamente,

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla                                    Licda. Karol Monge Molina, 

Coordinador, Área de Análisis Jurídico
              Sub Directora Jurídica a.i.
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